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Género y Derechos Humanos

Carmen Moreno Toscano1

Resumen

Una visión social de los Derechos Humanos implica necesariamente un 
enfoque en la diversidad y la desigualdad, para identificar a aquellas perso-
nas que por razones de sexo, identidad o expresión de género, estatus so-
cioeconómico, etnicidad, zona de residencia y otros factores clave enfrentan 
barreras específicas para acceder y ejercer sus Derechos Humanos. En este 
sentido, una política social integral y redistributiva, con un enfoque especí-
fico en la reproducción social y la economía del cuidado, es imprescindible.

Palabras clave: corresponsabilidad, cuidado, Derechos Humanos, discri-
minación (de género), equidad (de género), expresión de género, identidad 
de género, igualdad (de género), política social, violencia (de género).

1. Introducción

La visión social de los Derechos Humanos se puede entender de muchas 
maneras también como la dimensión ética de los Derechos Humanos —por-
que, más allá de los propios derechos sociales, parte del reconocimiento 
de que el catálogo completo de los Derechos Humanos no se puede disfrutar 
sin un esfuerzo determinado de identificar y corregir las injusticias sociales 
y económicas que actúan como barreras, desde el nivel más básico, al acce-
so a la identidad o la educación, al acceso a las altas esferas del ejercicio del 
poder y de la toma de decisiones. Una visión social de los Derechos Huma-
nos implica necesariamente un análisis a profundidad de las desigualdades 
sociales y económicas existentes y de la política social, particularmente a la 

1  Secretaria Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de los 
Estados Americanos
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luz del impacto del neoliberalismo sobre el rol del Estado como garante de 
los Derechos Humanos y, a estos efectos, como ente redistribuidor. 

Desde un enfoque de género, esta visión es fundamental. En el conti-
nente americano, la desigualdad e inequidad social, incluyendo la desigual 
distribución de recursos e ingresos, es uno de los principales obstáculos al 
pleno ejercicio de los Derechos Humanos, al desarrollo sostenible y a la 
democracia. Las desigualdades de género, junto con las desigualdades eco-
nómicas, sociales y políticas, son resultado de la persistencia histórica de 
sistemas y factores estructurales de discriminación y de exclusión de la 
mayoría de la población de las oportunidades y los beneficios del desarro-
llo. Las ideologías y jerarquías de género preexistentes, la dicotomía priva-
do-pública y los criterios de inclusión y exclusión imperantes para el goce 
de derechos han marginado a la mayor parte de la población de la expe-
riencia moderna y de los beneficios del desarrollo (CIM e IDEA, 2013). 

Realicemos un planteamiento sobre el concepto de género. Si bien el 
género tradicionalmente ha sido visto como una dicotomía entre hombres 
y mujeres, siendo las mujeres las principales marginalizadas por las nor-
mas y estructuras actuales de género y por ende el foco principal de los 
llamados estudios de género, esa realidad está cambiando y los estudios de 
género muestran cada vez más diversidad y pluralidad en su abordaje. En 
este contexto, cualquier análisis de la dimensión social de los Derechos 
Humanos desde un enfoque de género tiene que tomar en cuenta, por un 
lado, las múltiples realidades de las mujeres que no se pueden considerar 
como un grupo homogéneo ya que la desigualdad de género se cruza con 
otros aspectos de la identidad —estatus socioeconómico, etnia, edad, ca-
pacidad física e intelectual, ubicación geográfica, estatus migratorio— para 
agravar la exclusión. Así, el análisis tiene que incluir los enfoques tanto de 
diversidad como de género, para tener en cuenta las realidades de mujeres 
pobres, rurales, afrodescendientes, indígenas y de otros colectivos que se 
ven marginalizados por el patriarcado. 

Por otro lado, el análisis tiene que reconocer también los conceptos cada 
vez más fluidos de la identidad y la expresión de género, así como la orien-
tación sexual. En reconocimiento de esta realidad, la Asamblea General de 
la Organización de los Estados Americanos (OEA) ha adoptado varias reso-
luciones sobre “Derechos humanos, orientación sexual e identidad y expre-
sión de género”2 que condenan todas las formas de discriminación y 
violencia contra personas por motivos de orientación sexual e identidad o 

2  Ver, por ejemplo: AG/RES. 2863 (XLIV-O/14) “Derechos humanos, orientación sexual e 
identidad y expresión de género”, adoptada el 5 de junio de 2014.	
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expresión de género, e instan a los Estados Miembros a adoptar políticas 
públicas contra la discriminación de personas por estos motivos. Asimismo, 
en noviembre de 2013 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) de la OEA estableció la Relatoría para los Derechos de las Personas 
Lesbianas, Gays, Bisexuales, Trans e Intersex (LGBTI) en reconocimiento 
de los obstáculos particulares que enfrenta este colectivo en el pleno ejerci-
cio de sus Derechos Humanos. A diferencia de los estudios de género enfo-
cados en las mujeres sin embargo, el análisis de la situación de Derechos 
Humanos de las personas LGBTI es relativamente reciente, por lo cual no 
contamos todavía con datos sistemáticos y confiables sobre las barreras que 
enfrentan, incluyendo entre otras la discriminación en los ámbitos educa-
tivos, de salud y laborales, la violencia y la exclusión del ámbito político.

Además, un campo de estudio que en los últimos años ha adquirido 
mayor visibilidad y legitimidad se ha enfocado en los aspectos negativos 
para los hombres de las ideologías y normas actuales de género y la pro-
moción de modelos alternativos de masculinidad.

La exclusión de las mujeres y de las personas LGBTI es un obstáculo 
multidimensional al ejercicio de sus Derechos Humanos y a su plena par-
ticipación en los ámbitos económicos, sociales y políticos, afectando así su 
posibilidad de influir en las agendas y los procesos políticos. Así, la exclu-
sión de las mujeres y de las personas LGBTI de las instancias del Estado 
con poder de decisión, de la representación política y de los recursos pú-
blicos pone límites a la democracia y a la gobernabilidad. 

Un área que aún debe desarrollarse son los derechos de las mujeres 
afrodescendientes, indígenas y de otros grupos raciales y étnicos margina-
dos. Aunque existen garantías y protecciones de su derecho a la igualdad 
y a la no discriminación a través de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1969), el Con-
venio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales (1989), la Conven-
ción Interamericana Contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia (2013) y la Convención Interamericana Contra 
Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (2013), no existen instru-
mentos específicos que aborden las manifestaciones de la desigualdad y dis
criminación contra estos colectivos, que impactan en la capacidad de las 
mujeres de acceder a la educación, al trabajo decente, a la seguridad social 
y la política, entre otros. 

En este capítulo exploraremos como las desigualdades de género actúan 
contra el pleno ejercicio de los Derechos Humanos. El análisis no es exhaus-
tivo, y por cuestiones de espacio se ha restringido tanto en función de las 
injusticias más imperantes, como de las áreas principales de trabajo de la 
Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) de la OEA.
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2. El marco jurídico 

El marco jurídico y político en torno a los derechos de las mujeres y la igual
dad de género en las Américas es el más sólido del mundo después de Eu
ropa Occidental (OECD, 2010). Jurídicamente, las mujeres y las personas 
LGBTI gozan de una amplia gama de derechos en igualdad de condiciones 
con los hombres heterosexuales. Sin embargo 

…en todas las sociedades, las mujeres [y las personas LGBTI] tienen menos 
poder que los hombres [heterosexuales] y existen dos áreas donde sus derechos 
están menos protegidos, es decir, donde el estado de derecho es más débil y 
donde los derechos de los hombres [heterosexuales] suelen estar muy arraiga-
dos. La primera es el ámbito privado, donde muchas mujeres [y personas 
LGBTI] no tienen derecho a vivir en un entorno libre de [discriminación y] 
violencia o a tomar decisiones sobre su sexualidad, el matrimonio, el divorcio 
y su salud reproductiva. La segunda son los derechos económicos, que inclu-
yen el derecho a un empleo digno y el derecho a heredar y controlar la tierra 
y otros recursos productivos” (ONU Mujeres, 2012).

Para las mujeres, desde la adopción de la Convención sobre la naciona­
lidad de la mujer en 1933, la región americana ha ido progresivamente 
garantizando los derechos de las mujeres en las áreas civil (1952), política 
(1952), económica, social y cultural (1966 y 1988). Estas garantías se con-
solidaron en 1979 a través de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW/ONU). Desde enton-
ces, la región ha continuado su avance hacia la garantía del pleno ejercicio 
de derechos para las mujeres a través de acuerdos cuyo propósito es abor-
dar temas específicos que presentan un particular obstáculo al pleno ejer-
cicio de los derechos, como el tratamiento del tema de la violencia contra 
las mujeres en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 1994) 
o los múltiples Convenios de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre temas como la igualdad de remuneración (1951), la discriminación 
en el empleo y la ocupación (1958), trabajadores con responsabilidades fa
miliares (1981), la protección de la maternidad (2000) o el trabajo decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos (2011).

Si bien todos estos instrumentos incluyen a personas LGBTI por las prohi
biciones existentes de la discriminación por cualquier motivo, y la Conven-
ción Interamericana Contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, 
adoptada en 2013, reafirma y fortalece estas protecciones— la Convención 
ha sido firmada por nueve países y no ha sido ratificada por ninguno y el 
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colectivo LGBTI no cuenta todavía con protecciones explícitas de sus De-
rechos Humanos a nivel internacional o interamericano, más allá de algunas 
decisiones de las Cortes Penal Internacional e Interamericana de Dere-
chos Humanos. A nivel nacional, ha habido pocos avances aunque prome-
tedores, incluyendo la adopción de la Ley de Identidad de Género en 
Argentina (2012) y proyectos similares de ley en otros países de la región. 

Tanto para las mujeres como para las personas LGBTI, en las Américas 
la gran laguna en la garantía y protección de los Derechos Humanos sigue 
siendo los derechos sexuales y reproductivos. Más allá de protecciones 
generales a la integridad física, a la salud o la maternidad, las personas 
todavía no tienen garantizados sus derechos a decidir, ejercer y controlar 
su sexualidad y su función reproductiva en condiciones de igualdad y libres 
de discriminación, prejuicios y violencia. Además de ser una violación en sí 
misma, esta realidad perjudica la capacidad de muchas personas, y en par
ticular de las mujeres por su función biológica reproductiva, de ejercer 
plenamente sus otros derechos. La falta de acceso a información y servicios 
de salud sexual y reproductiva y la incapacidad de decidir cuándo y bajo 
qué condiciones ejercer su sexualidad y su función reproductiva son obs-
táculos al derecho a la integridad física, al más alto nivel de salud, al acceso 
a la educación y al empleo y a la participación en la vida política, econó-
mica, social y cultural en igualdad de condiciones con los hombres hete-
rosexuales.

3. Desigualdades en el ejercicio  
de los derechos desde una visión de género

3.1. Los estereotipos de género  
y la desigualdad y la discriminación en la educación 

En la mayoría de los países de la región, la tasa de matriculación de las mu
jeres en todos los niveles de educación (primaria, secundaria, superior) 
supera la de los hombres. Pero estas tasas generales esconden la forma en 
que la interacción del género con la clase social, la etnia, la ubicación geo-
gráfica, la orientación sexual y la identidad y expresión de género, entre 
otros factores, sigue actuando como barrera para la participación en la 
educación formal (CIDH, 2011a). Otras realidades —en particular las del 
embarazo adolescente y de la violencia contra las mujeres y las personas 
LGBTI en las instituciones educativas— atentan contra su permanencia en 
la escuela, así como en sus niveles de rendimiento (CLADEM, 2011).

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/



154	 carmen moreno toscano

Más allá de esta realidad y como destaca la CIDH, “… entre las barreras 
persistentes en la región, el propio sistema educativo… puede constituir el 
principal obstáculo para lograr una educación en condiciones de igualdad” 
(CIDH, 2011a). Tanto a través de la materia curricular como a través de las 
prácticas de enseñanza, —lo que denomina la CEPAL el “currículum oculto” 
(CEPAL, 1998), los sistemas educativos de la región siguen reproduciendo 
la desigualdad y la discriminación de género al transmitir, o no contra-
rrestar, normas y estereotipos discriminatorios sobre hombres, mujeres y 
personas con identidad o expresión de género diversa y su comportamien-
to social. Adicionalmente, aunque vemos cambios graduales, persiste la 
segregación en la educación a nivel superior, con una preponderancia de 
hombres en materias como ciencias, matemáticas, ingeniería y computación.

Al ratificar los múltiples tratados y acuerdos internacionales e 
interamericanos,3 los Estados de la región se han comprometido a adoptar 
medidas específicas para transformar las normas tradicionales de género 
y los patrones socioculturales de hombres y mujeres a través del diseño de 
programas apropiados para todos los niveles educativos, con objeto de eli
minar los prejuicios, prácticas discriminatorias y roles estereotipados. 

En esta región, pese a las pretensiones de laicidad de la educación, la 
hegemonía de las iglesias en cuanto a la educación “moral” y la persistente 
exclusión o insuficiencia de la educación sexual como parte de los currícu-
la educativos sigue siendo un obstáculo al pleno ejercicio de los Derechos 
Humanos, de hombres, mujeres y personas con identidad o expresión de 
género diversa, así como al logro de la igualdad de género. Como destaca 
un informe del Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de 
los Derechos de la Mujer (CLADEM), “… así las cosas, resulta totalmente 
plausible sostener que el potencial transformador de la educación, sobre 
todo en la perspectiva de lograr la igualdad de género, no será tal en tanto 
que la educación pública no sea efectivamente laica” (CLADEM, 2011).

3.2. Los medios y el replanteamiento  
de las identidades y los roles de género en una nueva sociedad 

Los medios de comunicación desempeñan un rol clave en la sociedad e 
inciden de manera constante en el pensamiento, el comportamiento y la 
opinión de la ciudadanía. En la búsqueda de sociedades inclusivas y pací-

3  Ver por ejemplo: CEDAW (Artículo 5, incisos a y b) o Convención de Belém do Pará (Ar-
tículo 8, inciso b).
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ficas, la función de los medios en la deconstrucción de las desigualdades y 
en la cobertura de noticias desde la perspectiva de género y Derechos Hu-
manos es de vital importancia.

Los medios son frecuentemente utilizados para difundir imágenes es-
tereotipadas, tanto de los hombres como de las mujeres, y en general deni
grantes para las mujeres y las personas LGBTI, con fines comerciales y de 
consumo. La hegemonía del discurso androcéntrico, heteronormativo y 
sexista de los medios da cuenta de la ausencia del enfoque de género como 
herramienta clave de un periodismo inclusivo, basado en el tratamiento 
igualitario y la no discriminación.

3.3. La desigualdad en el empleo y en los sistemas formales  
de remuneración, seguros y beneficios 

Una mirada a las tasas de matriculación escolar y a las tasas generales de 
participación de las mujeres en el mercado laboral en las Américas puede 
dar la idea de que la igualdad entre hombres y mujeres ya se ha alcanzado. 
Al igual que la participación de las mujeres en la educación, su participa-
ción en el mercado laboral también se ha incrementado como resultado de 
varios factores, incluyendo la crisis económica y el aumento en la jefatura 
femenina de los hogares (CIDH, 2011a). Como excepción a la tendencia 
global de estancamiento de la participación de las mujeres en el mercado 
laboral, en América Latina y el Caribe esta participación ha aumentado 35% 
desde 1990. Un informe del Banco Mundial afirmó que, si no fuera por este 
incremento en la participación de las mujeres en el mercado laboral, la tasa 
de pobreza de la región sería 28% más alta (Banco Mundial, 2014). 

Sin embargo persiste una brecha significativa entre la matriculación 
escolar de las mujeres y su estatus en el mercado laboral (CIDH, 2011a). 
Pese a estos avances y con respecto a los hombres, las mujeres siguen te-
niendo una menor tasa relativa de participación en el empleo, una mayor 
incidencia de desempleo, mayor participación en distintas formas de pre-
cariedad laboral (empleos asalariados no registrados, empleos por cuenta 
propia de baja productividad, trabajos de medio tiempo), menor ingreso 
promedio en condiciones similares de ocupación y educación (brecha sa-
larial de género), un acceso limitado a la propiedad y a la herencia, a la 
tierra y al crédito y al acceso y control sobre recursos y servicios (CIM e 
IDEA, 2013). Todo esto significa que las mujeres no derivan los mismos 
beneficios ni la misma autonomía o independencia económica de su par-
ticipación en el empleo productivo que los hombres. Esto, junto con los 
recortes que han sufrido la mayoría de los Estados de bienestar en los úl-
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timos años como parte de programas de ajuste estructural, pone a las mu-
jeres y a las niñas en una posición de mayor vulnerabilidad que constituye 
una barrera al pleno ejercicio de sus derechos.

A pesar de que múltiples acuerdos internacionales han reconocido el 
valor del trabajo de las mujeres en la reproducción social —incluyendo el tra
bajo de cuidado, así como “… la necesidad de promover la responsabilidad 
compartida de mujeres y hombres en el ámbito familiar,” (CEPAL, Consenso 
de Quito, 2007) uno de los obstáculos más importantes para la plena inclu
sión económica, social y política de las mujeres es, por un lado, la no va-
loración social y económica del trabajo doméstico no remunerado y del 
cuidado y, por otro lado, el hecho de que las mujeres siguen siendo casi ex
clusivamente las responsables de este trabajo. La división sexual del trabajo 
como realidad estructural es una de las más importantes “… desigualdades 
e injusticias económicas que afectan a las mujeres en los ámbitos familiar, 
laboral, político y comunitario…” (CEPAL, Consenso de Quito, 2007). Cuidar 
es una responsabilidad social y ser cuidado es un derecho— pero la ausen-
cia persistente de la corresponsabilidad entre hombres y mujeres en la vida 
familiar, así como la deficiencia del Estado en cuanto a la creación de una 
infraestructura de cuidado funcional y sostenible, significa que toda la car
ga derivada del derecho a ser cuidado se ha concentrado en las mujeres, y se 
ha manifestado como una barrera significativa a su plena inclusión en la 
vida política, económica y social de sus países.

Uno de los factores fundamentales detrás de la desigualdad de género 
en el mercado laboral es la concentración de las mujeres en la economía 
informal. Las mujeres tienden a acceder a la economía informal porque 
este trabajo les permite mayor flexibilidad en la conciliación de su trabajo 
productivo con sus responsabilidades domésticas y de cuidado. Pero esta 
mayor flexibilidad también conlleva mayor precariedad en el trabajo, me-
nos ingresos, menos o ningún beneficio y mayor probabilidad de acoso o 
explotación (CIM, 2011). 

La concentración de mujeres tanto en el trabajo de cuidado como en la 
economía informal ha tenido particular impacto en los flujos migratorios 
globales y la situación de las mujeres migrantes. Ya que todavía no ha ha-
bido una redistribución general de la responsabilidad del trabajo repro-
ductivo —doméstico y de cuidado— entre mujeres y hombres, muchas 
mujeres en los países receptores traspasan el trabajo doméstico y de cui-
dado que implican un hogar y una familia a mujeres migrantes —general-
mente en situación de menor estatus socioeconómico y pertenecientes a 
un grupo étnico marginalizado. Este fenómeno —conocido como cadenas 
globales de cuidado— por un lado crea muchos empleos para mujeres 
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migrantes, pero por otro lado el trabajo que ellas desempeñan no es valo-
rado social ni económicamente, contribuyendo a la globalización de patro-
nes de desigualdad y discriminación

Como la participación de las personas en regímenes de seguridad social 
por lo general se basa en su posición en el mercado laboral, lo anterior ha 
significado también que las mujeres tengan menos acceso a la seguridad so
cial. En muchos casos, las mujeres son dependientes de los beneficios que 
derivan de la participación de sus parejas en el mercado laboral o bien de 
otros beneficios segmentados y en general insuficientes (CIM, 2011).

3.4. La exclusión política y la agenda política  
para los Derechos Humanos

El estado del ejercicio de los derechos políticos de las mujeres de las Amé-
ricas es un termómetro de la legitimidad, calidad y efectividad de la demo-
cracia y la gobernabilidad en las Américas. Las cifras dan cuenta del grado 
de exclusión de las mujeres en la vida política y los cargos de representa-
ción y poder político: en ningún país de las Américas las mujeres ocupan 
un tercio de los cargos —simultáneamente— en las más altas instancias de 
los tres poderes del Estado: legislativo, ejecutivo y judicial. 

En los parlamentos, las Américas es la región del mundo con el mayor 
número de mujeres parlamentarias, después de los países nórdicos, con un 
promedio regional de mujeres electas en las Cámaras bajas de 27.4% (IPU, 
2015). La adopción de medidas de cuota, y en algunos casos de la paridad 
(Bolivia, Costa Rica, Ecuador, México, Nicaragua), ha permitido que algu-
nos países de la región se ubiquen entre los primeros países del mundo con 
más mujeres parlamentarias —Bolivia (53.1%), México (42.4%), Ecuador 
(41.6%), Nicaragua (41.3%), Costa Rica (33.3%), Grenada (33.3%), El Sal-
vador (32.1%), Trinidad y Tobago (31%) y Guyana (30.4%) (IPU, 2015). 

No obstante, persisten importantes desafíos en países que no tienen 
medidas especiales para la representación política de las mujeres —Belice 
(3.1%), Haití (4.2%), Antigua y Barbuda (11.1%), Guatemala (12.6%), Ja-
maica (12.7%), Bahamas (13.2%), San Kitts y Nevis (13.3%), Chile (15.8%), 
Uruguay (16.2%), Santa Lucía (16.7%), Barbados (16.7%), Venezuela 
(17%), los Estados Unidos (19.4%) y Colombia (19.9%) (IPU, 2015)— o en 
aquellos países donde una reglamentación deficiente de las medidas exis-
tentes ha impedido que estas generen cambios significativos —Brasil 
(9.9%), Paraguay (15%) o Panamá (18.3%).

Más allá de los parlamentos, la participación de las mujeres en la vida 
política —partidos políticos, gabinetes ministeriales, instituciones electo-
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rales, empresas públicas— enfrenta todavía limitaciones importantes con 
base en la desigualdad y la discriminación de género. El promedio de mu-
jeres en los poderes ejecutivos (gabinetes ministeriales) de 29 países de 
América Latina y el Caribe se sitúa en 22% (CEPAL, 2016b). Una primera 
aproximación a los datos da cuenta de una presencia ínfima de mujeres en 
los máximos cargos de dirección de las grandes empresas públicas y pri-
vadas de la región. 

Aunque el valor simbólico de la representación de las mujeres y de las 
personas LGBTI (sobre la cual ni contamos con datos) es innegable, es 
solamente un primer paso que idealmente conlleva a la construcción de 
una agenda política más plural y representativa. La posibilidad de inciden-
cia en la política desde una plataforma para los Derechos Humanos y la 
igualdad de género enfrenta aún más limitaciones —aunque en la mayoría 
de países existen comisiones o bancadas de mujeres en los parlamentos y 
comités de mujeres en los partidos políticos. Un estudio del Banco Intera-
mericano de Desarrollo (BID) y del Instituto Internacional para la Demo-
cracia y la Asistencia Electoral (IDEA) muestra que a pesar de que las 
mujeres constituyen 50% o más de la militancia de los partidos políticos, 
ocupan menos del 19% de las posiciones de liderazgo (BID e IDEA, 2010). 
No existen datos similares para la población LGBTI.

Vencer la exclusión de las mujeres de la vida política y en particular de 
los cargos de representación y poder político es uno de los desafíos crucia-
les que enfrentan las democracias en las Américas. En los años recientes, 
la democracia se viene repensando desde la paridad como un principio 
democrático general (CIM e IDEA, 2013). En este contexto, la paridad 
emerge como una de las soluciones más plausibles para terminar esta ex-
clusión. 

3.5. El acceso a la justicia 

Un componente poco estudiado pero clave desde una visión social de los 
Derechos Humanos es el acceso a la justicia, en particular la lucha contra 
la impunidad de actos criminales y la posibilidad de resarcimiento y repa-
ración del daño ocasionado. En cualquier debate sobre los Derechos Hu-
manos, la debilidad del acceso a la justicia de las mujeres y de las personas 
LGBTI y el escaso conocimiento y poco impacto de los estándares jurídicos, 
es de especial preocupación, incluso a pesar de la existencia de varios casos 
ejemplares como resultado del litigio estratégico de organizaciones de De-
rechos Humanos, de mujeres y de derechos de personas LGBTI en la región 
(CIDH, 2011b). Como destaca ONU Mujeres 
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…a pesar de que la igualdad entre mujeres y hombres está consagrada en las 
constituciones de 139 países y territorios, las leyes inadecuadas y los vacíos 
legales, la fiscalización débil y las diferencias en la implementación de la nor-
mativa convierten estas garantías en promesas vacías que tienen poco impac-
to en la vida cotidiana de las mujeres” (ONU Mujeres, 2012). 

Pese a sus pretensiones de neutralidad, un Estado de Derecho que no 
toma en cuenta las diferencias fundamentales entre mujeres, hombres y 
personas de identidad y expresión de género diversa, así como las diferen-
cias entre mujeres que se derivan del estatus socioeconómico, la etnicidad, 
la zona de residencia y otros factores, en cuanto a roles sociales, acceso a 
recursos, participación política y situación de vulnerabilidad; no es un 
garante efectivo de derechos. En particular, la no aplicación del Estado de 
Derecho al ámbito privado deja desprotegida a una proporción significati-
va de la población (ONU Mujeres, 2012). La CIDH ha enfatizado que el 
desarrollo de estándares jurídicos sobre los derechos de las mujeres (CIDH, 
2011b) y de las personas LGBTI tiene que ir acompañado por su puesta en 
práctica, que de acuerdo a la Convención de Belém do Pará es una de las 
obligaciones del Estado. Insiste también en que “El precedente jurídico del 
sistema interamericano afirma que un acceso de jure y de facto a garantías 
y protecciones judiciales, es indispensable para…que los Estados cumplan 
de manera efectiva con las obligaciones internacionales que han contraído 
libremente de actuar con la debida diligencia…” (CIDH, 2007).

La implementación concreta de las leyes —nacionales e internaciona-
les— y garantías constitucionales de igualdad de género y derechos de las 
mujeres es una precondición para que el Estado de Derecho sea una reali-
dad. Como afirma ONU Mujeres, “… los sistemas legales y judiciales que 
son efectivos pueden convertirse en mecanismos vitales para el respeto de 
los derechos de las mujeres, ya que pueden facilitar la rendición de cuentas, 
frenar el abuso de poder y crear nuevas normas” (ONU Mujeres, 2012). Pero 
en la mayoría del mundo, es más probable que una mujer denuncie un robo 
que un asalto sexual, una proporción pequeña (5-14%, en Europa) de las 
denuncias de violación llega a la etapa de condena y pocas personas tienen 
confianza en sus sistemas judiciales nacionales (ONU Mujeres, 2012).

Desde la falta de conocimiento de sus derechos y/o de los mecanismos 
judiciales existentes hasta los prejuicios y la falta de capacidad y/o recursos 
de los y las operadores de justicia, las mujeres y las personas LGBTI siguen 
enfrentando barreras importantes a su acceso a la justicia efectiva. Adicio-
nalmente, las mujeres están subrepresentadas en todos los niveles de todas 
las instancias de justicia (la policía, las fiscalías, las defensorías públicas, 
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la judicatura) —la presencia de mujeres en las altas instancias de las cortes 
judiciales de los países latinoamericanos alcanzó apenas 29.1% en 2015 
(CEPAL, 2016c)— pese a la evidencia de que la presencia de mujeres en la 
policía y otras instancias aumenta la probabilidad de que las mujeres de-
nuncien la violación, la violencia doméstica y otros crímenes de género.

3.6. La violencia de género 

En 2014, se cumplieron 20 años de la adopción de la Convención de Belém 
do Pará. Los Estados de esta región tienen todavía una deuda pendiente 
en materia de violencia y discriminación contra las mujeres. Las decisio-
nes, tanto del sistema interamericano de Derechos Humanos, como del 
sistema internacional, dan cuenta no sólo de esta deuda histórica, sino de 
lo mucho que falta por hacer en el deber de respetar y garantizar el derecho 
de las mujeres y de las niñas, en toda su diversidad, a vivir libres de violen-
cia y discriminación. 

Desde que se adoptó la Convención de Belém do Pará, sus 32 Estados 
Parte han realizado importantes esfuerzos para avanzar en la construcción 
de un mundo más justo, equitativo e igualitario para las mujeres. Sin em-
bargo, a pesar de los esfuerzos de los Estados Parte de la Convención por 
reflejar la gravedad del problema, las altas cifras de violencia y la multiplici
dad de formas en que se expresa contra niñas, adolescentes y mujeres —par
ticularmente cuando cruzamos el variable identidad de género con otros 
como la etnicidad, el estatus socioeconómico o la capacidad física e intelec-
tual— hacen evidente la necesidad de profundizar esos esfuerzos, como 
destacan los últimos informes entregados por los Estados al Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (Mesecvi) (CIM, 2014). 

Aunque todos los Derechos Humanos existen tanto en el ámbito priva-
do como en el público, la violencia de género (en particular la intrafamiliar 
o doméstica) se considera todavía a nivel social como un problema privado, 
a resolverse entre las parejas, en vez de una amenaza a la seguridad de las 
mujeres. Esto ha significado que en la práctica el tema no se incluya en la 
política pública sobre seguridad, ni esté visible como parte del trabajo de pro
tección que realiza el sector de seguridad en la mayoría de los países de la 
región.

4. Conclusiones y recomendaciones para la política pública 

En las últimas décadas, la región ha adoptado un sin número de acuerdos 
jurídicos vinculantes y de acuerdos políticos y declaraciones de compro-
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misos sobre los Derechos Humanos de las mujeres y de las personas LGB-
TI y la igualdad de género, y está más allá del alance de este informe 
reiterarlos. Cabe destacar que todos estos acuerdos son fundamentales para 
el pleno ejercicio de sus derechos, y que deberíamos sin dilación hacer de 
estos compromisos una realidad para las vidas de las mujeres.

Desde una visión social y de género, los elementos fundamentales para 
garantizar el pleno ejercicio de los Derechos Humanos de las mujeres y de 
los hombres en toda su diversidad y de las personas de identidad o expre-
sión de género diversa, incluyen:

—	El reconocimiento y la garantía de los derechos sexuales y reproduc-
tivos; 

—	El cambio estructural en las normas y los estereotipos de género a 
través de la educación y la comunicación, incluyendo la correspon-
sabilidad entre mujeres y hombres para el trabajo doméstico y de 
cuidado, para la eliminación de la discriminación y la violencia con-
tra las mujeres y las personas LGBTI; 

—	Un enfoque privilegiado en la política social y en la redistribución 
del ingreso y de otros recursos, como herramienta de lucha contra la 
desigualdad y la exclusión, sea de género o por otros motivos como 
la etnicidad, el estatus socioeconómico u otros factores; 

—	La participación, liderazgo e incidencia de las mujeres y de personas 
de identidad o expresión de género diversa en todos los procesos y 
en todas las instancias democráticas de sus países en condiciones de 
igualdad y no discriminación; 

—	La promoción de la paridad en dos sentidos. En primer lugar, para 
alcanzar a toda la institucionalidad estatal —y no sólo a las candida-
turas a cargos de elección y, en segundo lugar, el abordaje desde un 
enfoque integral, más allá de incorporar un porcentaje determinado 
de mujeres y de establecer el mecanismo de alternancia; 

—	La igualdad en el acceso a oportunidades de trabajo que se desem-
peñan en condiciones de igualdad; 

—	La regulación de la economía informal, la construcción de una in-
fraestructura pública de cuidado y la eliminación de la brecha sala-
rial, así como nuevos enfoques en la creación de empleo que 
permitan a las mujeres participar en el mercado laboral en condicio-
nes de igualdad y con la posibilidad de conciliar sus vidas laboral y 
familiar; 

—	La eliminación de la cultura de impunidad y de la aceptación social 
de la violencia contra mujeres y personas LGBTI; 
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—	El acceso igualitario a la justicia pronta y expedita y a reparaciones 
por las violaciones a Derechos Humanos; 

—	La generación de datos y de otras formas de evidencia sobre las des-
igualdades de género, con particular enfoque en el colectivo LGBTI, 
el uso de indicadores en base a un enfoque de derechos para medir 
de manera efectiva el impacto de nuestros esfuerzos y el fortaleci-
miento de sistemas y mecanismos de rendición de cuentas sobre el 
cumplimiento de los compromisos adoptados en materia de Derechos 
Humanos e igualdad de género. 
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